
PROYECTO DE RESOLUCIÓN

La Honorable Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires,

RESUELVE

Declarar la adhesión y apoyo a la inapreciable labor desarrollada por el Sr. Fiscal Federal de San Nicolás, Dr. Juan Patricio Murray, con relación a las causas que se investigan en esa Jurisdicción, por violaciones a los derechos humanos cometidos por el terrorismo de estado durante la dictadura militar.

FUNDAMENTOS

            De hace un tiempo a esta parte el trabajo tenaz y silencioso de un digno funcionario público, a posibilitado que se reabran e investiguen todas las causas que por violación a los derechos humanos tramitan por ante la Circunscripción Judicial Federal de San Nicolás. Estamos refiriéndonos al Dr. Juan Patricio Murray, que ha puesto en esto un ejemplar empeño y compromiso.-

           En este proyecto de Resolución queremos, por un lado resaltar el trabajo minucioso de investigación y de irreprochable nivel técnico del Sr. Fiscal Federal y de su equipo,  que ha permitido  conocer en sus detalles mas siniestros, la planificación represiva de la dictadura en jurisdicción del Juzgado Federal de San Nicolás y consecuentemente la posibilidad cierta del juzgamiento de sus responsables.

          Pero por otra lado, queremos también poner de manifiesto, la firme decisión política de este cuerpo legislativo de apoyar sin remilgos todas las acciones que tiendan al esclarecimiento definitivo de los delitos de lesa humanidad cometidos por el terrorismo de estado.

         Solo el juzgamiento y castigo a los culpables, hará que se restablezca la paz y la concordia entre los argentinos.-

          En este sentido entendemos, que los tres poderes del estado, deben unívocamente manifestar claramente su voluntad indeclinable  de sacar a la superficie toda la mugre y el oprobio de la etapa mas negra de nuestra historia.-

           Por ello, esta Resolución no debe de ninguna manera interpretarse como una injerencia del Poder Legislativo sobre la independencia del Poder Judicial, sino como una elocuente demostración de esa voluntad política de desandar definitivamente el camino del olvido y de la impunidad que algunos sectores interesados intentaron instalar en la sociedad Argentina.

          Como mejor ilustración de los Sres. Legisladores, agrego un resumen de las causas que lleva adelante el Fiscal Dr. Juan Patricio Murray en el que puede apreciarse, la importancia, significación y valor de las investigaciones llevadas a cabo.

CAUSAS EN TRAMITE ANTE LA CIRCUNSCRIPCIÓN JUDICIAL FEDERAL DE SAN NICOLÁS QUE IMPULSA LA FISCALIA FEDERAL A CARGO DEL FISCAL SUBROGANTE DR. JUAN PATRICIO MURRAY, POR VIOLACIONES A LOS DERECHOS HUMANOS DURANTE EL PERIODO DEL TERRORISMO DE ESTADO

1. Expte. Nro. 20.597 “DI PASCUA, Alicia Antonia Gracia s/ Formula denuncia desparición de Miguel Angel Di Pascua”, y sus acumulados. En la misma se investiga toda la implementación del cicuito represivo en la Jurisdicción Federal del viejo Juzgado Federal de San Nicolás (Partidos de San Nicolás, Ramallo, Baradero, Zárate, Campana, Exaltación de la Cruz, Arrecifes, Capitán Sarmiento, Pergamino y Salto). La misma se corresponden dentro del sistema de cuadrículas de la zonificación militar plasmada en la Directiva Nro. 404/75 del 28 de Octubre de 1975 del Comando General del Ejercito- dentro a la ZONA 1 – Subzonas 11 y 13 – Areas Militares 115, 131 y 132; y dentro de la ZONA 4 – Area FT4, ello por el traspaso en fecha 05/1976 por Orden de Operaciones CPM 234 de los partidos de Exaltación de la Cruz, Campana y Zárate de la ZONA 1 a la ZONA  4.. Se encuentran bajo investigación en la misma 147 hechos de desapariciones forzadas de personas que al día de la fecha se encuentran en ese carácter y 17 hechos de privaciones ilegales de libertad y tormentos, a mas de delitos conoexos como apropiación de menores y saqueos en los domicilios de las personas secuestradas. Las víctimas de los hechos resultan ser: Enzo Raúl Gómez (Leg. Nro. 861); Armando Culzoni (Leg. Nro. 864); Raúl Arnoldo Moreno (Leg. Nro. 897); Juan Carlos Cordero (Leg. Nro. 1.052); Juan Carlos Ríos (Leg. Nro. 1.342); Juan Ramón Amarilla (Leg. Nro. 1.410); Ramón Demetrio Calegerópulos (Leg. Nro. 1.495); Juan Matías Bianca (Leg. Nro. 2.669); Darío Ceferino Fernández (Leg. Nro. 3.100); José Alberto Multrazzi (Leg. Nro. 3.179); Anastasio Brizuela (Leg. Nro. 3.355); Mario Alberto Nebulosi (Leg. Nro. 3.814); Carlos María Rodriguez (Leg. Nro. 4.060); Alberto Luis Bedia (Leg. Nro. 4.330); Nillo Agnolli (Leg. Nro. 5.414); Alberto Federico Márquez (Leg. Nro. 5.441); Oscar Orlando Bordisso (Leg. Nro. 6.540); Roberto Osvaldo Caprioli (Leg. Nro. 6.812); Manuel Severino Torrente (Leg. Nro. 4.134) ; Ricardo Víctor Guerrero (Leg. Nro. 8.245); Adriana Beatriz Pierro (226), Rubén Pío Soberano (2008), Angel Oscar Márquez (2087), Pablo Leonardo Martínez (3496,3497) José María Budassi (3497, 3496), José María Iglesias Fernández (3955, 5044, 5604), Raúl Alberto Marciano (4949), Francisco José Bugato (5044, 5604), Lidia Esther Biscarte (5604, 3955), Eduardo Julio Schiel (6147), Germán Silva (6814), Luis Federico Bosnasco (6816), Hermo Zanuccoli (8015), Leonor Villaverde (8371); Rosa Eugenia Novillo Corbalán (76), Manuel Ernesto García (156), Jorge Luis De la Fuente (176), Leonor Pierre (227), Carlos Gerardo Pérez (228), Mirta Raquel Hombrau (257), Luis Bernardo  Rodríguez (275), Juan Carlos De La Fuente (585), Rosa Cristina Gonzalez de Aranda (606), María Cristina Lanzilloto de Santillán (641), Carlos Benjamín Santillán (643), Norberto Adolfo Torres (731), Luis Mario Fachino (927), Horacio Arístides Martinez (934), María Cristina Alvira de Martinez (935), Rosa Raquel Alvira (936), Pedro García (997), Miguel Angel Di Pasqua (1445), Rubén Darío Reynoso (1490), Delfor Manuel Meira (1577), Armando Antonio Budano (1579), Enrique Roberto Ingenieros (1733), Irma María Magallanes de Ingenieros (1734), Patricia Ofelia Veintiún  (1788), Eduardo Santiago Deprati (1803), Juan Carlos Pellita (1900), María Teresa Di Martino (1922, 3955, 4949, 5044, 5604), Víctor Hugo Hofer (2012), Oscar Omar Hofer (2013), Victoria Rosa Osterizaga Omiste (2461), Aldo Felipe Berra  (2481), Luis Alberto Ramírez (2536), Emilio Yoshimiya (2621), Alicia Gladys Lombardo (2640), Pedro Alberto Galván (2641), Julio Raúl Peris (2688), Ricardo Hugo Giribaldi (2786), Horacio Pazo (2990), Mario Néstor Serra (3036), Juana Isabel Barahona de Serra (3037), Jose María Pellita (3097), Eduardo Daniel Reyes (3104), Carlos Julio Baes (3240), María Cristina Sparvieri (3241), Carlos Raúl Temuta (3222), Regina María Spotti (3488; 3497), Julio Eduardo Galeano (3548), Pedro La Blunda (3577, 2008), Mario Humberto Mariani (3728), Américo Rodríguez (4172), Eva Godoy de Perez (4177), Rómulo Miguel Moreno (4320), Julio Kalejman (4393), Luis Alberto Tealdi (4497), Eduardo Luis Reale (4689), Rubén Roberto Rossi (4790), Fernando Amestoy (1819) Lidia Esther Sena (4916), Carlos Oscar Vargas (5351), Luis Carlos Caffaro Gimenes (5461), María Eugenia Amestoy (5501), Ricardo Alberto Monteiro (5654), Luis Lorenzo Garello (5777), Eugenio Antonio Guasta (5887), Mario Oscar Paluci  (6254), Manuel Ignacio Martínez (6265), Lucía Alberta Nerona (6434), María Rosa Baronio (6771), Domingo Grano (6785), Nelson Bautista Harriague (7471), Carlos Martín Gatica   472, Myriam Susana Coutada (7476), Francisco Antonio Bustos (8218), Rodolfo Abel Kremer (8331), Carlos Alberto Aranda (8368);Daniel Berdakin (2008), Jorge (5044), Severino (2008), Capra (2008), Rey (2008), Anastasi (2008), Salvador (2008), Labrada (2008), Patricio Griffin (2008), Coronel (2008), Ricardo Alegre (2008), Edgardo Ismael Roldán (585), Martha Endrici  (3955,5604, 2087), Julio Eduardo Caram (2536), José. Mastroberardino (3488) Coca (3496), Cometti (3955), Héctor Ferraro (3955, 5044, 5604), Armesto (3955, 5044, 5604), Paris (3955, 5044, 5604), Valverde (3955), Martín Fiorit (3955), Fagnani (3955, 5604), Luna (3955), Puthod (3955), Chila (3955), Marcelino López (3955, 5044, 5604), Eduardo Parra Pizarro (3955,4949, 5604), Susana Márquez (3955, 5604), Barrientos (3955, 5044), Degui (3955, 5044, Faccino (3955, 5044), Bernini (3955), Mesa (3955, 4949), Aniconi (5604), Juan Neme (4949), Enrique Tomanelli (4949), Juan Bonet (4949), Juan Carlos Iglesias (5044, 5604), Perfeti (5044), Langaroni (4949, 5044), Graciela Pascualatti (6254), Miguelito (5044), Berninsone (6816), Alí (6816), Caglierotti (6816), Toledo (6816), Hipoliti (6816), Betancour (8331), Ubiedo (4949), Dra. Marta (3955). A continuación de cada nombre se incluye el Nro. del legajo correspondiente ante la CONADEP. Las personas que han sido señaladas como imputados de los hechos investigados por la Fiscalía Federal de San Nicolás, son las que a conatinuación se detallan: General Vaquero (3104), General Paladino (927), Teniente Coronel Saint Aman (226, 934, 935, 936, 4689), Teniente Coronel Muñoz (1803, 6783), Teniente Coronel Díaz López (2008), Mayor Ricardez (934, 935, 936), Mayor Bosier  (6147), Coronel Luque (6783), Coronel Carlos Severino Feroglio (4689), Coronel Félix Camblor (2008), Coronel Gómez Pola (2008), Sargento Primero Roberto N. Suárez (934, 935, 936, 4689, 6771), Teniente Julio Juan López (5654), Capitán Norberto o Alberto (5604), Comisario Aorn (6147), Comisario Ríos (226), Comisario Muñoz (3097), Comisario Fórmica(3548), Comisario Mansilla (3955, 5044), Agente Saba (226), Oficial Russo (5501), Oficial Cárdenas (1788), Oficial Morresi (3097), Subinspector Gonzabal ( 5351, 8371), Jefe de Seguridad Galíndez (5604), Capitán Zapata (6783), Cabo Principal de Prefectura Jorge Cano (a) "Gato" (275), Roca (643), Alberto Di Birgilio (6783, 6815), Américo De La Fuente (6783), Caggione (6815), Alcides Alfredo Pinto (6815), Belaunde (6815), Alberto Paulino (6815; 5654), Abrego (6815), Diaz (a) “El Topo" (5604), Romero (3548), Brito (3548), Rossi (5604), Villarino (5654, 6815), Bonacifa (6147), Jorge Firpo (6254), Horacio Miglione (6782), Juez Milesi (6147), (a) "El Puma" (5604), (a) "El Yarará" (5604), (a) "El Vizcacha" (5604), (a) "El Tigre” (5604), (a) "Jefe" (6814), (a) "El Japonés" (3955), (a) "Soviético" (3497), (a) “Barba" (3497), (a) "Mavho" (1803), (a) "Flaco”(8371). A continuación de nombre de cada represor se indica su número de legajo ante la CONADEP. En los presentes actuados se encuentra presentada como querellante particular la Señora Alba Lanzillotto (Secretaria de la Asociación de Abuelas de Plaza de Mayo) por el hecho de la desaparición forzada de su hermana María Cristina Lanzillotto de Santillán y de su cuñado Carlos Benjamín Santillán, hechos ocurridos en la ciudad de Pergamino y San Nicolás en el año 1976. Patrocinan a la querellante particular las Dras. Ana Claudia Oberlin y Nadia Schujman de la agrupación HIJOS. Los restos de María Cristina Lanzilloto fueron recientemente reconocidos como tales por el Equipo Argentino de Antropología Forense y entregados a sus familiares. Tanto María Cristina Lanzilloto de Santillán como Carlos Benjamin Santillán, fueron vistos con vida en el interior de un CED (Centro Clandestino de Detención) que funcionaba en la casa correspondiente al Subjefe de la Unidad Penal Nro. 3 de San Nicolás dentro del predio de dicha Unidad en la ciudad precitada. Ese lugar fue recientemente reconocido en un acto procesal realizado por ex miembros del Servicio Penitenciario que hacían la custodia del lugar que era manejado por personal del Area Militar 132. Dicho acto  contó  con la presencia del Señor Juez Federal Dr. Carlos Villafuerte Ruzo, del Señor Fiscal Federal Subrogante, Dr. Juan Patricio Murray, del Señor Ministro de Justicia de la Provincia de Buenos Aires, Dr. Eduardo Luis Di Rocco, y por la representación letrada de la parte querellante Dra. Nadia Schujman. En esta causa también se han reconocido como CED (Centros Clandestinos de Detención) a las dependencias de la Delegación Departamental de Investigaciones de San Nicolás (Ex Brigada de Investigaciones) y al edificio de la vieja escuela de la localidad de Campo Salles, ubicada sobre un camino rural a setenta metros de la Ruta Nacional Nro. 188 dentro del Partido de San Nicolás.

1. Expte. Nro. 2.505/05, “FISCALIA FEDERAL s/ PROMUEVE INVESTIGACION”. En la misma se investiga la privación ilegítima de libertad, tormentos y posterior homicidio de que resultaron víctimas los militantes peronistas el Ing. Osvaldo Agustín Cambiaso y Eduardo Daniel Pereira Rossi. El hecho en cuestión tuvo un comienzo de ejecución en la ciudad de Rosario en la mañana del 14 de Mayo de 1983 y final de ejecución en la localidad de Lima, Partido de Zárate en la tarde de esa misma fecha. La Fiscalía Federal realizó una presentación en relación a dicha causa el 28 de Marzo del año 2005, señalando como imputados de los hechos a los Generales Nicolaides, Bignone, Espósito, Trimarco yVerplaetsen; a los Comisarios de la Policía de la Provincia de Buenos Aires Menéndez, Alcantara y Fórmica, y a los ex integrantes de dicha fuerza de seguridad, Luis   Abelardo Patti, Amadeo Spataro y Rodolfo Diéguez. Respecto de estos ultimos peticiono se declare la nulidad del sobreseimiento provisorio que los beneficiara en el año 1983 por insuficiencia probatoria, el que se conviertiera en definitivo por el mero transcurso del tiempo, requiriendo consecuentemente sus detenciones e indagatorias. Aportó como elementos de prueba archivos habidos en la vieja Dirección de Inteligencia de la Policía de la Provincia de Buenos Aires (DIPBA) que son resguardados por la Comisión Provincial por la Memoria, archivos desclasificados provenientes del Departamento de Estado Norteamericano y expedientes archivados en el Consejo Supremo de las Fuerzas Armadas relativos al abatimiento en un procedimiento fraguado en la ciudad de Córdoba, con una modalidad similar, el 30 de Abril de 1983 del militante peronista Raul Clemente Yaguer. En la causa se han constituído como querellantes particulares las hermanas del Ingeniero Cambiaso, Señoras Gladis y Ethel Cambiaso, patrocinadas por las Dras. Ana Claudia Oberlin y Nadia Schujman de la agrupación HIJOS y la Secretaría de Derechos Humanos de la Provincia de Buenos Aires en la persona de la Señora Subsecretaria de Estado Sara Dorotier de Cobacho con el patrocinio de los Dres. Eduardo Rezses y Cecilia Lópes. El Señor Luis Abelardo Patti se ha presentado designando Abogados defensores y controlando toda la producción probatoria que hasta la fecha se ha realizado.

2. Expte. Nro. 28.130 “NOVOA, Claudio s/ DENUNCIA PRIVACION ILEGITIMA DE LIBERTAD, TORTURAS Y SEXTUPLE HOMICIDIO”. En esta causa se investiga la privación ilegítima de libertad, torturas y homicidio del que fuera víctima entre el 24 de Marzo de 1976 y el 2 de Abril de ese año, el militante de la Juventud Peronista Gastón Roberto José Goncalves, hecho que tuvo comienzo de ejecución en la localidad de Zárate y final de ejecución en la ciudad de Escobar; como asimismo el homicidio del que resultan víctimas los también militantes de la Juventud Peronista,  Ana María del Carmen Granada (pareja de Goncalves), el matrimonio integrado por  María del Carmen Fettolini y Omar Darío Amestoy, y los hijos de éstos de dos y cuatro años de edad, Fernando y María Eugenia Amestoy. El hecho ocurrió como consecuencia del anterior homicidio de Gastón Goncalves, siendo que desde esa época Ana María del Carmen Granada (embarazada de pocos meses) estaba siendo buscada por personal militar y policial, siendo hallada en San Nicolás el 19 de Noviembre de 1976. La casa en que le había dado refujio  el matrimonio Amestoy-Fettolini y sus hijos menores, fue asaltada por mas de cincuenta efectivos de fuerzas conjutas de Ejército, Policía Federal y de la Provincia de Buenos Aires, quienes tras casi una hora de brutal tiroteo ingresaron al domicilio de calle Juan B. Justo 676 de San Nicolás, dando muerte a los tres mayores y a los hijos menores del matrimonio Amestoy – Fettolini. Unico sobreviviente de este hecho fue el hijo de Gastón Goncalves y de Ana Granada, de nombre Manuel y de tres meses de vida a esa fecha, el que fue entregado en guarda y luego en adopción, sustráyendoselo de su familia sanguinea, por el Tribunal de Menores de San Nicolás. El mismo resulta ser el denunciante de autos, habiendo recuperado en forma reciente su identidad bajo su nombre real de Manuel Goncalves. Mauel es hermano de Gastón, músico bajista integrante del grupo de rock “Los Pericos”. En la causa la Fiscalía solicitó y obtuvo por parte del Juzgado la orden de detención e indagatorias del a esa fecha Jefe del Area Militar 132 el ahora Coronel (RE) Manuel Fernando Saint Amant, del a esa fecha Jefe de la Deleg. San Nicolás de Policía Federal el ahora Comisario General (RE) Jorge Muñóz, y del Suboficial de la Policía Bonaerense Carlos Azzaro. Este último se encuentra confeso extrajudicialmente -ante funcionarios del Ministerio de Seguridad de la Provincia de Buenos Aires- de ser el autor material del fusilamiento mediante una ráfaga de ametralladora de Ana María del Cármen Granada. También la Fiscalía solicitó en esta causa la detención e indagatoria de Luis Abelardo Patti y de los Comisarios de la Policía Bonaerense Meheghini y Marelli, no habiendo hecho lugar hasta la fecha el Juez Federal, Dr. Carlos Villafuerte Ruzo, a estas ultimas peticiones. En la causa se han presentado como querellantes particulares los Señores Manuel y Gastón Goncalves, patrocinados por las Dras. Ana Claudia Oberlin y Nadia Schujman, pertenecientes a la agrupación HIJOS, la Secretaría de Derechos Humanos de la Nación en la persona del Señor Secretario de Estado Dr. Eduardo Luis Duhalde, patrocinado por su Jefe de Gabienete el Dr. Luis Hipótilo Alen, y la Secretaría de Derechos Humanos de la Pcia. de Buenos Aires en la persona de la Señora Subsecretaria Sara Dorotier de Cobacho, patrocinada por los Dres. Eduardo Rezses y Cecilia Lópes.

3. Expte. Nro. 28.432/05 “ALVIRA, María Cristia y otros – Víctimas de Desaparición forzada, privaciones ilegítimas de libertad y torturas”. En la causa se investigan los hechos de los que resultan víctimas entre los meses de Mayo y Junio de 1977 un grupo de jóvenes militantes de la Juventud Peronista y de militancia católica vinculada al Colegio “Don Bosco” de San Nicolás, los que tenían entre 16 y 25 años al momento de sus desapariciones y secuestros. Dichas detenciones tuvieron como finalidad -por parte de las Jefaturas del Area Militar 132 y de la Subzona 13, como también de la Zona I (los entónces Tte. Cnel. Saint Amant, Coronel Camblor y Gral. de Div. Suárez Mason)- acreditar  relaciones de la diócesis de San Nicolás y del Señor Obispo Diocesano Monseñor Dr. Carlos Horacio Ponce de León, con lo que dichas Jefaturas identificaban como “elementos subversivos”. De los hechos ocurridos resultan  víctimas de desaparición forzada al día de la fecha María Regina Spotti, Carlos Alberto Grande, Gerardo Jórge Campora (soldado conscripto bajo bandera a la fecha de su desaparición), María Cristina Alvira, María Rosa Alvira, Carlos Arístides Martínez, María Rosa Baronio, Eduardo Luis Reale (soldado conscripto bajo bandera a la fecha de su desaparición) y Carlos Andrés Farayi. De este mismo grupo resultan víctimas de privación ilegítima de libertad y torturas José María Budassi, Pablo Leonardo Martínez,  Alicia Cámpora, María Alicia Corelli, Gustavo de Cara, Guillermo Estalle, Guillermo Moreyra, Mario Contartese, Alberto Espin padre e hijo. La Fiscalía ha indicado como imputados de los hechos (entre otros) a Manuel Fernando Saint Amant, quien a la fecha de los hechos y con el grado de Tte. Coronel del Ejército Argentin, resultaba ser Jefe del Areal Militar 132 con sede en San Nicolás y Jefe del Batallón de Ingenieros de Combate 101; Félix Camblor, quien a la fecha de los hechos, con el grado de Coronel del Ejército Argentino resultaba ser Jefe de la Subzona 13 de la zona 1  y del Regimiento de Artillería con sede en la ciudad de Junín; Carlos Diego Ricardes, quien a la fecha de los hechos, con el grado de Mayor del Ejército Argentino, resultaba ser Jefe de Operaciones y Segundo Jefe del Batallón de Ingenieros de Combate 101 de esta ciudad; Roberto N. Suárez, quien a la fecha de los hechos con el grado de Sargento Primero, prestaba funciones en el Batallón de Ingenieros de Combate 101 de San Nicolás como Auxiliar del Grupo de Operaciones; Padre Miguel Angel Regueiro, el que a la fecha de los hechos era Capellán Militar del Batallón de Ingenieros de Combate 101 de San Nicolás; Oficial de la Policía de la Provincia e Buenos Aires de nombre Edgardo Mastandrea, quien a la fecha de los hechos se desempeñaba en la Comisaría de Junín de la Policía de la Provincia de Buenos Aires; Brigadier Hipólito Rafael Mariani, quien a la fecha de los hechos resultaba ser Jefe de la Basea Aérea Palomar; Comodoro Juan Antonio Benvenuto, quien a la fecha de los hechos resultaba ser Jefe del Grupo 1 Mantenimiento de Policía Militar; Primer Teniente Rafael Del Moral, quien a la fecha de los hechos resultaba ser Jefe de la Compañía de Tropas. En la causa se encuentran presentados como querellantes particulares la Señora Adriana Amelia Alvira y el Señor Fernando Alvira con el patrocinio letrado de las Dras. Ana Claudia Oberlin y Nadia Schujman de la agrupación HIJOS.

4. Expte. Nro.  28.287 “PONCE de LEON, Carlos Horacio s/ Investigación sobre las causas de su muerte”. Se investiga en la causa el homicidio del que fuera víctima el 11 de Julio del año 1977 el Señor Obispo Diocesano de San Nicolás, Monseñor Dr. Carlos Horacio Ponce de León. En la  causa formada en el año 1977 por parte de la Justicia del Proceso de Reorganización Nacional, se caratuló el hecho como un “homicidio culposo” producto de un accidente en la Ruta Nacional Nro. 9 a la altura de Ramallo. La Fiscalía detectó las siguientes irregularidades en la causa en trámite en aquellos años:  a) No se practicó, luego de la muerte de la víctima, examen médico externo del cadáver por parte de Médico de Policía o Perito Médico Forense, como para determinar evidentes las causas de la muerte que desaconsejaran practicar la correspondiente autopsia (art. 113 del CPP de la Provincia de Buenos Aires, entonces art. 105 según texto de la ley 3.589); b) No se agregó al expte. certificado médico alguno que estableciera las causas de la muerte de la víctima, sino solo un supuesto “testimonio” de la historia clínica de la “Clínica San Nicolas”, suscripta por Manuel Andrés Goenaga (Secretario Administrativo). El certificado de defunción agregado tampoco hace referencia a la presentación de certificado médico alguno que establezca las causas de la muerte (ver fs. 19/20); c) Se procedió a la entrega de los vehículos secuestrados y demás efectos habidos en sus interiores e inmediaciones del supuesto accidente, por parte de la autoridad preventora (sin que la instrucción judicial realizara reparo alguno), y sin que se acreditara la propiedad o derecho sobre éstos mediante la agregación de copias debidamente certificadas en la causa de la documentación que probara tal extremo (arts. 98 inc. 3ro (91 según ley 3.589), 101 (93 viejo ordenamiento), 105 (97 viejo ordenamiento), 107 (99 v.o),; d) No se practicó pericia accidentológica por parte de perito policial en dicha especialidad, ni de Perito Ingeniero Mecánico que estableciera en forma fehaciente e inequívoca o aún presuntiva, la mecánica del siniestro (arts. 98 inc. 1ro (91 v.o), 103 (95 v.o) y 161 (153 v.o);  e) No se practicaron diligencias para establecer si la ausencia de huellas de frenadas en el asfalto (conforme lo declarado por el imputado Luis Martínez) se debió a motivos naturales, casuales o intencionales (art. 108 (art. 100 v.o)); f) No se recibió declaración testimonial a persona alguna que pudiera atestiguar sobre como ocurrieron los hechos. Carlos Sergio Bottini era supuestamente directivo de la firma propietaria de la camioneta Ford F-100 que habría colisionado al Renault 4-S conducido por Monseñor Ponce de León, la que a su vez  era conducida por el imputado Luis Antonio Martínez. En su testimonio en sede prevencional y en sede judicial afirma, no recordar nada de lo sucedido por haber sufrido –a causa de un accidente en el año 1971- una “epilepsia traumática”. No se le requiere certificación  que acredite tal extremo ni se lo hace revisar por Médicos Policiales o Peritos Forenses que ratifiquen el padecimiento. Víctor Oscar Martínez declaró (supuestamente) en sede policial, afirmando no recordar nada de lo acontecido pues venía dormitando cuando ocurrió el evento. Al ser requerido para declarar en sede judicial no es habido en su domicilio. En tal sentido informan los dueños de la finca de calle Mitre 68 7º piso de este medio (Pedro Cecarelli y Matilde de Cecarelli), que Víctor Martínez “hace cuatro o cinco días se ausentó de ese departamento, desconociendo su nuevo domicilio y paradero”. La Instrucción Judicial no citó a los nombrados Cecarelli para obtener ningún otro dato respecto del testigo Víctor Oscar Martínez para poder ubicarlo. Tampoco se requirieron datos del mismo al Obispado local, pese a saberse su cercanía con Monseñor Ponce de León,  y a haber manifestado Víctor Martinez ante la preventora que el Obispo Monseñor Carlos Ponce de León era su tutor. Al requerirse datos sobre Víctor Martínez a la Prefectura de San Nicolás (lugar donde éste supuestamente estaba cumpliendo su Servicio Militar), se informó que Martínez había sido dado de baja de dicha fuerza de seguridad en fecha 15-9-77, no informándose ni requiriéndose por parte de la Instrucción Judicial las causas de la baja de éste u otros datos que sirvieran para ubicar su paradero. Respecto de Víctor Oscar Martínez el Juez Penal –a cargo de la Instrucción- solo cumplió con la formalidad de librar una “orden de paradero” en su contra, la cual nunca fue contestada ni requerida su contestación o informe acerca de las diligencias practicadas para dar con su paradero. No se ordenó diligencia alguna para dar con el colectivo, descripto por Luis Antono Martínez en su declaración indagatoria, el cual se habría detenido imprevistamente sobre su marcha y habría motivado la frenada que ocasionara el accidente, diligencias que podrían haber suministrado testigos del evento. No se practicó ni se ordenó practicar pesquisa alguna para dar con las personas que -en una camioneta- habrían trasladado a Monseñor Carlos Ponce de León y a Víctor Oscar Martinez hasta el Hospital de Ramallo para ser atendidos, personas que supuestamente habrían sido los primeros que llegaron al lugar del accidente y podrían haber presenciado éste (art. 144 y ctes. (136 y ctes. v.o)); g) El Juez Penal a cargo de la Instrucción no interrogó a Luis Antonio Martínez acerca de los motivos por los que contestó que nunca había sido sometido a proceso alguno, cuando previo a la indagatoria judicial y su ampliación, constaba en el informe de antecedentes que resultaba imputado en una causa en el año 1974 también por el delito de homicidio culposo (arts. 129 y ctes. (121 v.o)), tampoco se requirieron copias de las actuaciones de esa causa donde resultaba imputado, a fin de establecer las características de tal hecho, máxime cuando había sido beneficiado en aquella con un sobreseimiento provisorio convertido en definitivo por el transcurso del tiempo; h) Luego de producida la sentencia condenatoria de Luis Antonio Martínez se procedió por el entonces Juez Penal a cargo de la causa, a su rehabilitación sin haber acreditado  éste que se hubieran  reparado los daños causados por el delito comentido, en la medida de lo posible (art. 20 ter segundo párrafo del Código Penal); i) La firma atribuida a Víctor Oscar Martínez en la declaración glosada a fs. 29 y vta. en sede policial, difiere en forma notoria de la inserta a fs. 138 ante el entonces Defensor Oficial Dr. Néstor Bautista cuando compareciera solicitando el levantamiento de su orden de paradero, como también con la obrante a fs. 139 vta. ante el entonces Secretario Dr. Edgar Rodríguez recibiendo el certificado requerido. Víctor Oscar Martínez realizó una denuncia relacionada con las circunstancias de la muerte del Obispo Monseñor Carlos Ponce de León ante la CONADEP, denunciando haber sido secuestrado por la Jefatura del Area Militar 132 luego de la muerte del Obispo, siendo severamente torturado. En la nueva causa formada se han producido mas de veinte declaraciones testimoniales de sacercotes, religiosos y laicos que han dado cuenta de las amenazas recibidas por el Obispo Ponce de León de manera reiterada y concreta tanto en forma anónima como directa y concreta por parte de las autoridades militares de la época. También incorporó la Fiscalía como prueba documentos habidos en la ex Dirección de Inteligencia de la Policía de la Provincia de Buenos Aires, y en la Secretaría de Culto del Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto de la Nación, acerca de los seguimientos y operaciones de inteligencia de las que era víctima el Señor Obispo Diocesano y varios de sus colaboradores. En la causa referida se ha presentado como querellante particular la Secretaría de Derechos Humanos de la Provincia de Buenos Aires en las personas del Señor Secretario de Estado y Subsecretaria de Estado, Lic. Edgardo Binstoc y Sra. Sara Dorotier de Cobacho, con el patrocinio de los Dres. Eduardo Rezses y Cecilia Lópes.


